
Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Valledupar

De: enders campo ramirez <endersss@hotmail.com>
Enviado el: jueves, 15 de abril de 2021 12:09 p. m.
Para: Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Valledupar; 

corpopcionjuridica@gmail.com; Jesus Eduardo Rodriguez Orozco; 
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Asunto: contestación 2019-330 maria aguirre b y otros 
Datos adjuntos: CONTESTACION 2019-330 MARÍA OTILIA AGUIRRE BALLESTEROS   Y OTROS.pdf; 
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HONORABLES MAGISTRADOS  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR  
MAGISTRADO PONENTE JOSE ANTONIO APONTE OLIVELLA  
E.                                       S.                                          D.  
  
  
  
REFERENCIA:              200012333000-2019-00330-00  
ACTOR:             MARÍA OTILIA AGUIRRE BALLESTEROS Y OTROS  
MEDIO DE CONTROL:          REPARACIÓN DIRECTA.  
CONTRA:             NACIÓN- MIN DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL   
ASUNTO:             CONTESTACION DE DEMANDA CONTIENE EXCEPCIONES   

  
  

ENDERS CAMPO RAMIREZ, vecino y residente en la ciudad de Valledupar, identificado 
como aparece al pie de mi firma, actuando como apoderado de la Nación -
Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional, conforme al poder adjunto debidamente 
diligenciado, dentro del término legal procedo a contestar la demanda de 
reparación directa interpuesta por la señora MARÍA OTILIA AGUIRRE BALLESTEROS CC 
39.140.104 Y OTROS. A través de su abogado el doctor FERNAN RAMON CERRA SILVA 
CC 72157978 TP 180.185 C S J,   de la siguiente forma: ANEXO A ESTE CORREO  
 
 
____________________________________ 
ENDERS CAMPO RAMIREZ 
ABOGADO - ASESOR JURIDICO 
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HONORABLES MAGISTRADOS 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR 

MAGISTRADO PONENTE JOSE ANTONIO APONTE OLIVELLA 

E.                                       S.                                          D. 

 

 

 

REFERENCIA:              200012333000-2019-00330-00 

ACTOR:             MARÍA OTILIA AGUIRRE BALLESTEROS Y OTROS 

MEDIO DE CONTROL:          REPARACIÓN DIRECTA. 

CONTRA:             NACIÓN- MIN DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL  

ASUNTO:             CONTESTACION DE DEMANDA CONTIENE EXCEPCIONES  

 

 

ENDERS CAMPO RAMIREZ, vecino y residente en la ciudad de 

Valledupar, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando 

como apoderado de la Nación - Ministerio de Defensa – Ejercito 

Nacional, conforme al poder adjunto debidamente diligenciado, 

dentro del término legal procedo a contestar la demanda de 

reparación directa interpuesta por la señora MARÍA OTILIA AGUIRRE 

BALLESTEROS CC 39.140.104 Y OTROS. A través de su abogado el doctor 

FERNAN RAMON CERRA SILVA CC 72157978 TP 180.185 C S J,   de la 

siguiente forma: 

 

SOBRE LAS PRETENSIONES 

 

Pretenden los demandantes que se declare la responsabilidad 

administrativa de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional, 

por todos los supuestos perjuicios sufridos a los demandantes, a raíz de 

la muerte en combate del señor CARLOS ALFREDO CASTRO AGUIRRE 

CC 19.600.454, en hechos ocurridos el día 30 DE JUNIO DEL 2004 en la 

vereda cuesta plata del municipio de pueblo bello (Cesar). 

 

Como consecuencia de lo anterior solicita se condene al pago de 

todos y cada uno de los perjuicios morales, materiales y a la vida de 

relación.  

 

 

Desde este momento me opongo a todas y cada una de las 

pretensiones de la demanda por considerar que carecen de todo 

supuesto factico y jurídico que la respalden y por otra parte sin que se 
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entienda reconocimiento alguno me permito comunicar al señor juez 

con respecto a este capítulo de la siguiente manera: 

 

 Con relación a los daños morales: 

 

Solicita el apoderado de la parte demandante se reconozca y paguen 

perjuicios de tipo moral todos los demandantes en cuantía de 

Trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales, es decir montos 

que distan mucho de los legalmente señalados por la jurisprudencias 

del Consejo de Estado, desconociendo el grado de familiaridad 

distinto de cada uno de ellos pues alega que hay compañeras 

permanentes, hermanos, hijos, madre, abuelos. 

 

 

 Con relación a los daños a la vida de relación: 

 

Solicita el pago del daño a la vida de relación para cada uno de los 

demandantes, en cuantía de trescientos (300) salarios mínimos legales 

mensuales para cada una sin que exista la más mínima del porqué de 

la solicitud ni el supuesto daño. 

 

 

 Con relación a los daños materiales: 

 

Con relación al perjuicio daño material en la modalidad de lucro 

cesante no existe prueba documental, ni testimonial  que acredite sus 

afirmaciones.  

 

 

OPOSICION A LAS DECLARACIONES, CONDENAS Y HECHOS DE LA 

DEMANDA 

 

Me opongo a las pretensiones esbozadas en el escrito de demanda;  

en consideración a los hechos de la misma me pronuncio de la 

siguiente manera: 

 

1. NO ME CONSTA, es una relación subjetiva que debe probarse 

dentro del proceso. 
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2. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación, como tampoco tiene conexión con 

los hechos principales de  sus pretensiones.  

 

3.  NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. Como tampoco existe prueba de 

tal alegación laboral.  

 

4.  NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. 

 

5. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. 

 

6. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. 

 

7. NO ME CONSTA, según su alegación estamos frente al 

fenómeno jurídico de la caducidad de la acción, pues, conoció 

de la fatídica muerte a manos del ejército nacional en un 

combate en el año 2004. según su alegación estamos frente al 

fenómeno jurídico de la CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, pues, 

conoció de la fatídica muerte a manos del Ejército Nacional en 

un combate para el año 2007 

 

8. NO ME CONSTA, según su alegación estamos frente al 

fenómeno jurídico de la caducidad de la acción, pues, conoció 

de la fatídica muerte a manos del ejército nacional en un 

combate en el año 2004. según su alegación estamos frente al 

fenómeno jurídico de la CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, pues, 

conoció de la fatídica muerte a manos del Ejército Nacional en 

un combate para el año 2007 

 

9. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. 

 

10. CIERTO, el día 30 de junio del año 2004 en la vereda cuesta de 

la plata del municipio de pueblo bello (cesar), bajo la orden de 

operaciones ESPARTACO del batallón de artillería n°2 la popa, 

se dio de baja luego de un confronta miento armado con 

miembros de la guerrilla del ELN entre ellos a un combatiente de 
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nombre CARLOS ALFREDO CASTRO AGUIRRE y 4 personas sin 

identificar, que posteriormente fueron identificados bajo la 

jurisdicción penal militar.  

 

11. CIERTO, según consta en investigación de penal militar, luego 

de verificar la legalidad de la operación ESPARTACO.  

 

12. CIERTO, según su alegación estamos frente al fenómeno jurídico 

de la caducidad de la acción, pues, conoció de la fatídica 

muerte a manos del ejército nacional en un combate en el año 

2004. según su alegación estamos frente al fenómeno jurídico 

de la CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, pues, conoció de la fatídica 

muerte a manos del Ejército Nacional en un combate para el 

año 2007. 

 

13. CIERTO, según su alegación estamos frente al fenómeno jurídico 

de la caducidad de la acción, pues, conoció de la fatídica 

muerte a manos del ejército nacional en un combate en el año 

2004. según su alegación estamos frente al fenómeno jurídico 

de la CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, pues, conoció de la fatídica 

muerte a manos del Ejército Nacional en un combate para el 

año 2007. 

 

14. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. según su alegación estamos frente 

al fenómeno jurídico de la CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, pues, 

conoció de la resolución de la fiscalía el 15 de ABRIL del 2009 

teniendo hasta el día 15 de ABRIL del 2013 bajo las reglas del 

artículo 164 del cpaca.     

 

15. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación.  

 

16. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación.  

 

17. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación.  

 

18. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. Como tampoco existe 
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responsabilidad penal emitida por juez penal de la república de 

Colombia.   

  

19. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. Como tampoco existe 

responsabilidad penal emitida por juez penal de la república de 

Colombia. 

 

20. NO ME CONSTA, Es un punto de litigio donde el demandante 

debe probar su alegación. Como tampoco existe 

responsabilidad penal emitida por juez penal de la república de 

Colombia. 

 

 

RAZONES DE DEFENSA 

 

Serán las que se expongan al momento oportuno con los alegatos de 

conclusión una vez se hayan practicado y recapitulado todas las 

pruebas solicitadas por las partes  y las siguientes: 

 

 

CADUCIDAD DE LA ACCION 

 

En relación con el hecho que la configura es la confesión judicial 

espontanea de la parte demandante al manifestar de la ocurrencia 

del hecho fue el 30 de junio del 2004 y en el hecho número 6 y 7 de la 

demanda manifiesta que en el año 2007 por vía periodística tuvo 

conocimiento de la muerte de CARLOS ALFREDO CASTRO AGUIRRE en 

el año del 2007 con ello tendríamos que los hoy demandantes dejaron  

fenecer el tiempo establecido para presentar la demanda de 

reparación directa, pues, según su alegación tendría hasta el año 2009 

para la presentación de la demanda, según el reciente precedente 

jurisprudencial de unificación de fecha 29 de enero del 2020 del 

honorable consejo de estado1: 

  
La Sección Tercera del Consejo de Estado unificó su jurisprudencia sobre la caducidad de 
las pretensiones indemnizatorias formuladas con ocasión de los delitos de lesa 

                                                
1 Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia 85001333300220140014401 (61033), Ene. 
29/20. 
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humanidad, los crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda solicitar la 
declaratoria de responsabilidad patrimonial al Estado. 

 
Lo anterior bajo las siguientes premisas: 

 
I. En estos eventos resulta aplicable el término para demandar establecido por el 
legislador. 

 
II. Este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que tiene regulación legal expresa, 
se computa desde cuando los afectados conocieron o debieron conocer la participación 
por acción u omisión del Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad 
patrimonial. 

 
III.Y el término pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que hubiesen 
impedido materialmente el ejercicio del derecho de acción y, una vez superadas, 
empezará a correr el plazo de ley. 

 
Es importante aclarar que las condiciones establecidas por el legislador en materia de 
responsabilidad patrimonial del Estado comparten la misma finalidad de la 
imprescriptibilidad de la acción penal frente a estos delitos. (Lea: El Estado no es 
responsable por muerte del futbolista Elson Becerra). 

 
Ello en tanto en los dos ámbitos operan reglas en virtud de las cuales el término pertinente 
no resulta exigible hasta tanto se cuente con elementos para identificar a quien le resulta 
imputable el daño pertinente. 

 
En suma, las situaciones que se pretenden salvaguardar con la imprescriptibilidad penal 
en los casos de lesa humanidad y los crímenes de guerra también se encuentran previstas 
en el campo de lo contencioso administrativo, bajo la premisa del conocimiento de la 
participación por acción u omisión del Estado, al margen de que se trate de estos mismas 
conductas penales. 

 
Finalmente, la Sala precisó que el término de caducidad para solicitar al Estado la 
indemnización de un daño es inaplicable en aquellos eventos en los que se adviertan 
circunstancias que hubiesen impedido, desde el punto de vista material y el ejercicio del 
derecho de acción, en tanto para tales efectos no resulta determinante la situación 
causante del daño, sino la condición particular de quien acude a la administración de 
justicia. 

 
En el mismo sentido se desconoce los términos para conteo de caducidad 

de la acción utilizado por los demandantes, de lo que se evidencia en los 

anexos de la demanda, toda vez que, diferentes demandante conocieron 

del hecho dañoso desde hace más de dos años a la presentación de la 

demanda.  
 

La ley consagra entonces un término de dos (2) años, contados desde el día 

siguiente al acaecimiento del hecho u omisión que da lugar al daño por el 

cual se demanda la indemnización, para intentar la acción de reparación 
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directa, período que, vencido, impide solicitar la declaratoria de 

responsabilidad patrimonial del Estado por configurarse el fenómeno jurídico 

procesal de la caducidad de la acción. 

 

Sobre el momento a partir del cual debe contabilizarse el término de 

caducidad, la Sala, en reiterada jurisprudencia2, se ha pronunciado en los 

siguientes términos: 

 

“Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios 

sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable 

considerar que el término de caducidad en los eventos de daños que 

se generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, 

deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, 

pues el daño es la primera condición para la procedencia de la acción 

reparatoria. 

 

“Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que se 

agravan con el tiempo, o de aquellos que se producen sucesivamente, 

o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el juez debe tener la 

máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción 

de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual está 

prevista como garantía de seguridad jurídica, no omita por razones 

formales la reparación de los daños que la merecen”3.  

 

“Debe agregarse a lo anterior que, el hecho de que los efectos del daño 

se extiendan en el tiempo no puede evitar que el término de caducidad 

comience a correr, ya que en los casos en que los perjuicios tuvieran 

carácter permanente, la acción no caducaría jamás. Así lo indicó la 

Sala en sentencia del 18 de octubre de 2000: 

 

“Debe advertirse, por otra parte, que el término de caducidad 

empieza a correr a partir de la ocurrencia del hecho y no desde la 

cesación de sus efectos perjudiciales, como parecen entenderlo el a 

quo y la representante del Ministerio Público. Así, el hecho de que los 

efectos del daño se extiendan indefinidamente después de su 

consolidación no puede evitar que el término de caducidad 

comience a correr. Si ello fuera así, en los casos en que los perjuicios 

tuvieran carácter permanente, la acción no caducaría jamás. Así lo 

advirtió esta Sala en sentencia del 26 de abril de 1984, en la que se 

expresó, además, que la acción nace cuando se inicia la producción 

del daño o cuando éste se actualiza o se concreta, y cesa cuando 

                                                
2 Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 7 de julio 
del 2005 Exp. 14.691 y del 5 de septiembre del 2006, Exp. 14228, ambas con ponencia del Consejero, 
doctor Alier Hernández Enríquez, entre muchas otras.    
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 7 de septiembre de 2000, expediente 13.126.  

mailto:notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co


 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
EJÉRCITO NACIONAL 
DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 
DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

 

 

  

                             
 
 
                             
 
 
 
 
Por mi patria, mi lealtad es el honor 

Km 1 Vía la Mesa - Valledupar - Cesar 
Celular 3004326454 
Correo electrónico: notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co  

 
 
 

vence el término indicado en la ley, aunque todavía subsistan sus 

efectos”4(Negrillas y subrayas adicionales).  

 

Si bien es cierto que la regla general para la contabilización del término de 

caducidad es la que se dejó indicada, la jurisprudencia de esta Sección ha 

señalado que pueden darse eventos en los cuales la manifestación o 

conocimiento del daño no coincida con el acaecimiento mismo del hecho 

que le dio origen, resultando –en consecuencia- ajeno a un principio de 

justicia que, por esa circunstancia que no depende ciertamente del 

afectado por el hecho dañoso, no pueda éste obtener la protección judicial 

correspondiente. Por ello, en aplicación del principio pro danmatum y en 

consideración a que el fundamento de la acción de reparación es el daño, 

se ha aceptado que en tales casos el término para contar la caducidad de 

la acción indemnizatoria se empieza a correr a partir del momento en que se 

conozca o se manifieste el daño. Así, en efecto, lo ha manifestado esta 

Corporación en los siguientes términos:  

 

“La determinación del momento a partir del cual se produce la 

caducidad de la acción no presenta problemas cuando la realización 

del hecho, operación, ocupación u omisión coinciden con la 

producción del daño. No obstante, cuando el perjuicio se produce o se 

manifiesta en un momento posterior o se trata de daños permanentes, 

de tracto sucesivo o que se agravan con el tiempo, surgen dificultades 

para su determinación”. 

 

“En síntesis, en un tema tan complejo como el de la caducidad, que 

involucra de una parte razones de justicia y de otra el interés de la 

seguridad jurídica, no es posible establecer criterios absolutos, pues todo 

depende de las circunstancias que rodean el caso concreto. No 

obstante, no debe perderse de vista que de conformidad con la ley, 

para establecer el término de caducidad se debe tener en cuenta el 

momento de la producción del hecho, omisión, operación u ocupación 

generadores del perjuicio. 

 

“Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios 

sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable 

considerar que el término de caducidad en los eventos de daño que se 

generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, 

deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, 

pues el daño es la primera condición para la procedencia de la acción 

reparatoria. 

                                                
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia 18 de octubre 
de 2000, radiación: 12.228, demandante: Gerardo Pinzón Molano. 
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“Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que se 

agravan con el tiempo, o de aquéllos que se producen sucesivamente, 

o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el juez debe tener la 

máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción, 

de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual está 

prevista como garantía de seguridad jurídica, no se niegue la 

reparación cuando el conocimiento o manifestación de tales daños no 

concurra con su origen”5. 

 

Como se observa, las reflexiones que han llevado a esta Corporación a 

reconocer la posibilidad de acudir a la solución que se deja vista, nacen de 

la aplicación de los principios de equidad y de justicia, bajo una visión de la 

lógica de lo razonable y habida consideración de la circunstancia de 

desconocimiento por parte del afectado de la existencia del daño, 

desconocimiento, se reitera, no nacido del desinterés o descuido de éste, 

sino de las particularidades específicas en que surgió6. 

 

En el marco de ese mismo universo, ha reconocido la jurisprudencia que 

ocurren eventos en los cuales los daños pueden provenir de un 

acontecimiento de agotamiento instantáneo, pero que también puedan –

ocasionalmente- provenir de un hecho que se va produciendo de manera 

paulatina o progresiva y que esas distintas circunstancias se proyectan, 

también, en el ámbito de la contabilización del término de caducidad de la 

acción. En el primer caso no cabe duda en cuanto a que el término para 

interponer la demanda resarcitoria ha de empezar a contabilizarse a partir 

del día siguiente a aquel en que se produjo el acontecimiento dañoso – y 

esta se constituye en la regla general-, pero también puede ocurrir que 

fenómenos sucesivos y homogéneos puedan producir daños continuos. 

 

En eventos como estos últimos, se ha señalado por la jurisprudencia, que ha 

de tenerse cuidado de no confundir la producción de daños sucesivos con 

el agravamiento de los efectos de un mismo daño7, pues en este último 

                                                
5 Sentencia del 16 de agosto de 2001, Expediente 13.772 (1048), mencionado en la Sentencia del 
13 de febrero de 2003, Expediente 13237 (Rad. 2555), M.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque. 
6 Sentencia de 16 de agosto de 2001, exp: 13.772, Sección Tercera.  
 
7 En sentencia de 2 de junio de 2005, exp: AG-25000-23-26-000-2000-00008-02, dijo la Sala: “...en 
la demanda se afirma que los apartamentos del edificio ´han venido presentando problemas de 
deterioro progresivo es decir de tracto sucesivo sin que hasta la fecha haya cesado la acción 
vulnerante causante del daño’. En dicha afirmación, que se hizo a todo lo largo del proceso, se 
confunde la acción vulnerante con la agravación del daño, cuando se trata de dos situaciones 
diferentes. De acuerdo con los hechos de la demanda, la acción vulnerante se presentó al 
expedirse la licencia de construcción o durante la ejecución de la obra, lapso en cual no se cumplió 
con el control administrativo debido. Suponiendo que no podía establecer el momento en que 
ocurrieron eso eventos, nada impide que la fecha cierta, de inicio del término de caducidad, se 
estableciera a partir del momento de la consolidación del daño, esto es cuando los habitantes del 
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evento el término para ejercitar la acción debe empezar a contarse desde 

el acaecimiento del hecho que le dio origen, y no así cuando los daños se 

producen de manera paulatina como efecto de sucesivos hechos u 

omisiones o causas dañosas diversas, en cuyo caso el término para reclamar 

la indemnización de perjuicios corre de manera independiente para cada 

uno de los daños derivados de esos sucesivos eventos.  

 

DE LA MISION INSTITUCIONAL DE LAS FUERZAS MILITARES 

De conformidad con nuestra  Constitución Nacional en su artículo 217: 

  

“La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes 

constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea.  Las Fuerzas 

Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, 

la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 

constitucional, por ende su fin primordial no es el mantenimiento de las 

condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 

públicas de manera individualizada  ni proporcionar seguridad o 

protección particular a las personas residentes en Colombia.”  

  

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la 

soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del 

orden constitucional, por ende su fin primordial no es el mantenimiento 

de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y 

libertades públicas de manera individualizada  ni proporcionar 

seguridad o protección particular a las personas residentes en 

Colombia. 

  

                                                
edificio conocieron de los deterioros que presentaba la construcción, que de acuerdo con los 
informes de las entidades distritales, ya se presentaban en agosto de 1998. Debe aclararse, en 
todo caso, que por el hecho de que el daño se agrave después de su consolidación, implique que 
se trata de un daño continuado o de tracto sucesivo, como lo pretende el apoderado de los 
demandantes; ya que, de esa manera, el término de caducidad se prolongaría de manera 
indefinida. De allí que, para efectos de computar el término de la caducidad de la acción, se debe 
tomar como punto de partida la fecha en que se realizaron los informes de la entidades distritales, 
en los cuales los demandantes dieron a conocer el deterioro de la edificación. Razón por la cual 
se declarará la caducidad de la acción de grupo. Debe aclararse, en todo caso, que por el hecho 
de que el daño se agrave después de su consolidación, implique que se trata de un daño 
continuado o de tracto sucesivo, como lo pretende el apoderado de los demandantes; ya que, de 
esa manera, el término de caducidad se prolongaría de manera indefinida. De allí que, para efectos 
de computar el término de la caducidad de la acción, se debe tomar como punto de partida la fecha 
en que se realizaron los informes de la entidades distritales, en los cuales los demandantes dieron 
a conocer el deterioro de la edificación. Razón por la cual se declarará la caducidad de la acción 
de grupo”. 
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En sentencia del Honorable Consejo de Estado  Sección. 3*  Exp. 1997 -

10229, esta corporación indicó:   

“el Ministerio de Defensa Nacional tiene como función genérica la 

"Dirección de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de acuerdo 

con la Constitución y la ley. 

  

Las fuerzas militares son aquellas organizaciones instruidas y 

disciplinadas conforme a la técnica militar y constitucionalmente 

destinadas a la defensa de la soberanía nacional y de las instituciones 

patrias y están constituidas por  “el ejercito, la armada y la fuerza aérea 

y la policía es un servicio público a cargo del Estado, encaminado a 

mantener y garantizar el orden público interno de la Nación, el libre 

ejercicio de las libertades públicas y la convivencia pacífica de todos 

los habitantes del territorio nacional. 

Debe tenerse en cuenta entonces, que el Ministerio de Defensa 

Nacional cumple funciones generales de dirección y orientación 

relativas a la defensa de la soberanía nacional y de las instituciones 

patrias y del orden público interno de la Nación mientras que el DAS 

tiene asignadas obligaciones específicas de inteligencia, vigilancia 

protección para los habitantes del territorio nacional. “ 

 

Es en razón de estas funciones que las Fuerzas Militares realizan 

operaciones encaminadas a restablecer el orden público en el 

territorio nacional, combatiendo a las insurgentes al margen de la ley. 

 

En el caso específico al parecer la muerte de señor LUIS JAVIER MOLINA 

GURIERREZ, frente a la batería bombarda primer y tercer pelotón en 

hechos ocurridos el día 30 de JUNIO de 2004, en la vereda CUESTA DE 

LA PLATA zona rural del municipio de PUEBLO BELLO, departamento del 

Cesa, cinco sujetos fueron dados de baja miembros del grupo 

subversivo del ELN,  Estos hechos fueron presentados como incidente 

dentro de labor de patrullaje y no como un éxito operacional, con lo 

cual nunca se ha cuestionado estos hechos. La labor de levantamiento 

de cadáver la realizo el CTI de la fiscalía el mismo día de los hechos y 

la no identificación de los cuerpos es responsabilidad de los 

investigadores del CTI mas no del EJÉRCITO NACIONAL, con lo cual 

agradezco a la parte demandante sustraerse de llamar falso positivo 

este hecho lamentable. 
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DE LA TEORIA DE LA  RESPONSABILIDAD. 

 

En el concepto de daño antijurídico contenido en el mandamiento 

constitucional del artículo 90, pues sobre él - en tanto afecta a la 

víctima - se edifica la responsabilidad del Estado, a condición de que 

le sea imputable. El daño, en “su sentido natural y obvio”, es un hecho, 

consistente en “el detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia 

causado a alguien”, “.en su persona, bienes, libertad, honor, afectos, 

creencias, etc….” y “...supone la destrucción o disminución de ventajas 

o beneficios patrimoniales o extra patrimoniales de que goza un 

individuo. 

 

Según se ha visto, la condición necesaria para que desencadene la 

reparación es que el daño sea antijurídico, calificación que se obtiene 

de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la 

víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carezca de 

“causales de justificación.” Este punto lo explica así el profesor García 

de Enterría: “la calificación de un perjuicio en justo o injusto depende 

de la existencia o no de causas de justificación (civil) en la acción 

personal del sujeto a quien se impute el perjuicio. La causa de 

justificación ha de ser expresa y concreta y consistirá siempre en un 

título que legitime el perjuicio contemplado: por ejemplo la exacción 

de un impuesto, el cumplimiento de un contrato, una ejecución 

administrativa o procesal. Fuera de esta hipótesis, todo perjuicio o 

detrimento patrimonial imputable a un sujeto será una lesión, un 

perjuicio injusto.” Adviértase como, entendido así el daño antijurídico 

frente al cual la C.P. impone la obligación reparatoria a cargo del 

Estado, si bien puede revestir modalidades diversas ( material, moral, 

fisiológico, etc. ), constituye una constante, razón por la cual, al tiempo 

que constituye un elemento indispensable para declarar la 

responsabilidad patrimonial del Estado, se sitúa en la base misma de la 

institución jurídica proveyéndola de fundamento.      

 

DE LA IMPUTACION DEL DAÑO Y NEXO CAUSAL 

 

Se ha dicho atrás - vertiendo en ello el precepto del art 90 

Constitucional - que la responsabilidad patrimonial del Estado requiere, 

además del daño antijurídico, que el mismo le sea imputable. 

 

El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  
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“ la lesión pueda ser imputada… “, ha dicho la doctrina, significa que 

pueda ser “ …jurídicamente atribuida, a un sujeto distinto de la propia 

víctima. “ 8“ La imputabilidad consiste, pues, en la determinación de las 

condiciones mínimas necesarias para que un hecho pueda ser 

atribuido a alguien como responsable del mismo, con el objeto de que 

deba soportar las consecuencias.”9 

 

De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la 

existencia del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión 

de las autoridades públicas ( art 90 de la C.P. ) y el daño antijurídico 

que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que 

serán su causa.  

 

Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de 

imputar el daño se trata, pues, como lo enseñan García de Enterría y 

Tomás Ramón Fernández, 

 

 “El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, el 

de la causación material del daño por el sujeto responsable. En tal 

caso, la imputación de responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, 

se produce automáticamente una vez que se prueba la relación de 

causalidad existente entre la actividad del sujeto productor del daño y 

el perjuicio producido. Las cosas no se producen siempre tan 

simplemente, sin embargo, y ello porque en materia de responsabilidad 

civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último 

que se persigue no es tanto como el de identificar a una persona como 

autora del hecho lesivo, sino el de localizar un patrimonio con cargo al 

cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. Esta 

finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema de 

responsabilidad patrimonial, produce con frecuencia una disociación 

entre imputación y causalidad. Probar que existe un nexo causal entre 

el hecho que constituye la fuente normativa de la responsabilidad y el 

daño producido será siempre necesario para que la imputación pueda 

tener lugar y con ella pueda nacer la responsabilidad, pero la mera 

relación de causalidad entre el hecho ( y su autor ) y el daño no basta 

para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la 

Ley califica de responsable. Así ocurre, por lo pronto, cuando la 

responsabilidad se predica de personas jurídicas, en la medida en que 

éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales casos - y 

                                                
8Vasquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
9 Ibídem, página 180. 
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en todos aquellos en los que la responsabilidad se configura 

legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede 

realizarse en base a la mera causación material del daño, sino que 

tiene que apoyarse, previa justificación de su procedencia, en otras 

razones o títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que 

ha producido el daño, la titularidad de la empresa en cuyo seno ha 

surgido el perjuicio, la dependencia en que respecto del sujeto 

responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, o 

cualquier otra. 

 

“Siendo la administración pública una persona jurídica, el 

problema de la imputación de responsabilidad se plantea en los 

términos que acabamos de decir, lo cual hace necesario precisar los 

títulos en virtud de los cuales pueda atribuírsela jurídicamente el deber 

de reparación.”10( Consejo de Estado Sección Tercera. Sentencia del 

27 de enero del 2000. Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 

 

Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño  la 

existencia del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las 

autoridades públicas ( art. 90 de la C.P. ) y el daño antijurídico que se 

reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 

 

En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de 

Estado a manifestado igualmente:  

 

“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye 

la base misma de la responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la 

existencia de un daño antijurídico sufrido por el demandante, es 

menester establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la 

víctima al Estado, circunstancia que se constituye en condición sine 

qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — 

para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del 

daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la 

Constitución Política, en cuanto exige —en orden a deducir la 

responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos 

sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, 

                                                
10 Curso de Derecho Administrativo. Tomo II, páginas 378 y 379. 
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está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como 

jurídica. 

Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la 

imputatiofacti; es decir, la relación de causalidad entre un hecho y un 

daño, sino que es necesario la imputatiojuris, esto es, una razón de 

derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la 

víctima se desplace al patrimonio del ofensor”(10). 

(10) Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos de la 

administración pública. Legis, pág. 259. 

 

Leguina lo expresa de esta manera: 

“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es ... 

que el ente tenga la titularidad del servicio o de la actividad 

desarrollada por sus funcionarios”(11). 

(11) Ibídem, pág. 169. 

García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de 

imputación del daño a la administración” y, entre ellos se ocupa de “la 

integración del agente en la organización o actividad” —por la cual se 

ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que 

quiera ser la formula legal, es obvio que la cobertura de la 

administración no puede ser indefinida entre estos casos, de forma que 

alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El 

fenómeno de imputación a la administración de la conducta lesiva de 

las personas que emplea se detiene, naturalmente, en los límites del 

servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquéllos”(12). 

(12) Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. Curso de 

Derecho Administrativo. Editorial Civitas, volumen II, pág. 389. 

 

 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este 

caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las 

autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con él, 

excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión con 

el servicio, causa un daño. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. 

Consejo de estado- Sección tercera.) 

 

INEXISTENCIA DE IMPUTABILIDAD DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 
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El art. 90, inc. 1º de la Carta Política, exige - en orden a deducir la 

responsabilidad patrimonial del Estado -, que los daños antijurídicos 

sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades 

públicas“, con lo cual se refiere al fenómeno de la imputabilidad, tanto 

fáctica como jurídica.   

 

De allí que el elemento indispensable - aunque no siempre suficiente - 

para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del 

daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. En 

este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en 

este caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión 

de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo 

con él. 

 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la 

víctima al Estado, circunstancia que se constituye en condición sine 

qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — 

para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del 

daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la 

Constitución Política, en cuanto exige —en orden a deducir la 

responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos 

sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, 

está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como 

jurídica. Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta 

sólo la imputatiofacti; es decir, la relación de causalidad entre 

un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatiojuris, 

esto es, una razón de derecho que justifique que la 

disminución patrimonial sufrida por la víctima se desplace al 

patrimonio del ofensor”. (Rodrigo Escobar Gil. Teoría general 

de los contratos de la administración pública. Legis, pág. 259) 

mailto:notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co


 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
EJÉRCITO NACIONAL 
DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 
DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

 

 

  

                             
 
 
                             
 
 
 
 
Por mi patria, mi lealtad es el honor 

Km 1 Vía la Mesa - Valledupar - Cesar 
Celular 3004326454 
Correo electrónico: notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co  

 
 
 

 

Leguina lo expresa de esta manera: 

 

“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que 

interesa es  que el ente tenga la titularidad del servicio o de 

la actividad desarrollada por sus funcionarios”.( Ibídem, pág. 

169). 

 

García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de 

imputación del daño a la administración” y, entre ellos se ocupa de “la 

integración del agente en la organización o actividad” —por la cual se 

ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que 

quiera ser la formula legal, es obvio que la cobertura de la 

administración no puede ser indefinida entre estos casos, de forma que 

alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El 

fenómeno de imputación a la administración de la conducta lesiva de 

las personas que emplea se detiene, naturalmente, en los límites del 

servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquellos”.(Eduardo García de Enterría y Tomás 

Ramón Fernández. Curso de Derecho Administrativo. Editorial Civitas, 

volumen II, pág. 389.) 

 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en 

este caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión 

de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo 

con él. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de 

estado- Sección tercera.) 

 

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Sentencia del 10 de agosto de 2000. expediente: 11.585:  

"No podría pensarse, por lo demás, como lo pretende la parte 

actora, que el Estado está obligado a responder por los 

perjuicios causados a los ciudadanos como consecuencia de 

la realización de cualquier delito. Si bien aquél tiene una 

función preventiva y sancionadora en relación con los hechos 

punibles, no puede concluirse, a partir de ello, que sea 

mailto:notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co


 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
EJÉRCITO NACIONAL 
DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 
DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

 

 

  

                             
 
 
                             
 
 
 
 
Por mi patria, mi lealtad es el honor 

Km 1 Vía la Mesa - Valledupar - Cesar 
Celular 3004326454 
Correo electrónico: notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co  

 
 
 

responsable de su comisión en todos los casos, ya que sólo 

pueden considerarse imputables a él cuando han tenido por 

causa la acción o la omisión de uno de sus agentes, como 

podría ocurrir con el delito de terrorismo, en aquellos eventos 

en los que, como sucedió en varios de los casos citados en la 

primera parte de estas consideraciones, la acción de los 

antisociales fue facilitada por la omisión en el cumplimiento 

de un deber concreto de la administración, o tuvo por causa 

la realización de un riesgo creado lícitamente por ésta, que 

tenía carácter excepcional o especial, en relación con 

quienes resultaron afectados. 

 

FALTA DE CARGA DE LA PRUEBA POR LA PARTE DEMANDANTE  

 

En relación con la carga probatoria el Honorable Consejo de Estado 

ha manifestado: 

 

“En este sentido, y respecto a la carencia de pruebas que establezcan 

la veracidad de los hechos alegados en la demanda, la sala observa 

que en el presente caso la parte actora no asumió la carga probatoria 

que le correspondía. No debe olvidarse, que es un principio de 

derecho probatorio, en el que para lograr que el juez dirima una 

controversia de manera favorable a las pretensiones o desfavorables a 

las razones de defensa del ente demandado, es menester demostrar 

en forma plena y completa los actos o hecho jurídicos de donde 

procede el derecho, o nace la obligación, máxime si ninguna de las 

partes goza en el proceso colombiano de un privilegio especial, de que 

se tengan por ciertos los hechos enunciados en su escrito, sino que 

cada una de estas deberá acreditar sus propias aseveraciones. Todo 

esto en virtud también de que el art. 177 del C. De P. Civil, que consagra 

el principio de la carga de la prueba, terminantemente nos dice que 

“Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 

consagran el efecto jurídico que de ellas se persiguen....” 

(.....) 

Siendo así las cosas por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la administración pública pues es necesario 

demostrar cual fue la actividad del ente demandado que guarde 

mailto:notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co


 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
EJÉRCITO NACIONAL 
DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 
DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

 

 

  

                             
 
 
                             
 
 
 
 
Por mi patria, mi lealtad es el honor 

Km 1 Vía la Mesa - Valledupar - Cesar 
Celular 3004326454 
Correo electrónico: notificaciones.valledupar@mindefensa:gov.co  

 
 
 

estrecho nexo de causalidad con el daño antijurídico, y en razón a la 

misma de la imputación del daño. 

 

En esta tesis ha venido siendo reiterativa por la misma corporación así: 

 

“Al respecto no debe olvidarse que la carga de la prueba es una regla 

de nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 177 del C. De 

P. Civil, de acuerdo con el cual “incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ella persiguen...” dicho en otra palabras para lograr que el juez dirima 

una controversia de manera favorable a las pretensiones, le 

corresponde al interesado, esto es, al demandante, demostrar en 

forma plena y completa los actos o hechos jurídicos de donde procede 

el derecho o nace la obligación, máxime si ninguna de las partes goza 

en el proceso colombiano de un privilegio especial que permita tener 

por ciertos los hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que 

cada una de ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones. 

 

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de 

juicio, que le indica  a las partes  las responsabilidad que tiene para los 

hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten 

probados; en este sentido, en relación con los intereses de la parte 

demandante debe anotarse que quien prepara la demanda sabe de 

antemano cuales hechos le interesa que aparezcan demostrados en 

el proceso  que guarden el necesario nexo de causalidad con el daño 

y permita imputarle la responsabilidad a aquel, situación que no se dio 

en el sub lite. 

 

En consecuencia, esta Corporación no comparte la decisión del 

tribunal de instancia para condenar al estado, cuando afirma que en 

el presente caso existió una falla del servicio por omisión en la 

protección del servicio de protección  y vigilancia del servicio estatal 

asesinado, pues, no hay en el plenario ninguna prueba que demuestre 

tal circunstancia, En tales condiciones, teniendo en cuenta las 

circunstancias que atrás se precisaron y las pruebas allegadas y 

practicadas en el proceso, esta corporación habrá de revocar la 

sentencia dictada por el honorable tribunal contencioso administrativo 

del meta, 
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PRUEBAS 

DOCUMENTALES  

 

- Copia de la investigación preliminar disciplinaria n°077-04 derivado 

de las bajas en combate del día 30 de junio del 2004 en la vereda 

cuesta de la plata del municipio de puebla bello –cesar de la 

operación ESPARTACO del batallón de artillería n°2 “LA POPA” 

contenido digital en un CD.  

- Respuesta de oficio de la fiscalía 14 seccional de Valledupar oficio 

n°20510-01-02-0451-F-14 SECCIONAL  

- OFICIOS OFI21-080 Y OFI21-079  

- Poder para actuar  

ANEXO 

 

- Poder conferido por el señor Teniente Coronel OLARTE FIERRO LUIYI 

YOBANI, Comandante del Batallón de Artillería No. 2 “LA POPA” con 

sus anexos   

- lo alegado en pruebas documentales  

NOTIFICACIONES 

 

EL MDN-EJÉRCITO NACIONAL, como el presente recibiremos 

notificaciones en la secretaria de su despacho o en la Décima Brigada 

Blinda, oficina Grupo Contencioso del Cesar, Bloque Juzgados Penales 

Militares.  

 

 Email:  

Notificaciones.Valledupar@mindefensa.gov.co. 

endersss@hotmail.com  

 

 

Cordialmente, 

 

 

________________________ 

ENDERS CAMPO RAMIREZ 

CC 15.172.202 de Valledupar 

T.P. 167.437 del C.S. de la J 
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